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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

PRIMERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 255/2023/1
PARTE ACTORA: 

********** ********** **********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR DE COMERCIALIZACIÓN DEL ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS  DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSI Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ Y OTRA AUTORIDAD
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO. 
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, veintiuno de marzo de dos mil veinticuatro.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 255/2023/1; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el siete de marzo de dos mil veintitrés, ********** ********** **********, compareció a demandar la resolución de orden de cobro de dieciséis de febrero de dos mil veintitrés, por medio de la cual, se le impone una multa de 100 UMAS, misma que atribuye al Director de Comercialización del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, (INTERAPAS).
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. El tres de mayo de dos mil veintitrés se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a las autoridades señaladas como demandadas, emplazándolas para que en el término de ley formularan su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda y se concedió la medida cautelar para los efectos ahí precisados.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las 09:30 nueve horas con treinta minutos del siete de diciembre de dos mil veintitrés, se celebró la audiencia de ley en este juicio, se inició la diligencia con la presencia del Licenciado Javier Hernández Hernández, autorizado de la parte actora, haciéndose constar que no compareció delegado alguno de las autoridades demandadas. Enseguida el Secretario de Acuerdos, dio lectura al escrito inicial de demanda, al de ampliación de la demanda como a los oficios de contestación de la demanda y de contestación a la ampliación de demanda; asimismo, se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por las partes. Acto seguido, en período de pruebas, la Magistrada tuvo por desahogadas dada su propia y especial naturaleza, el material probatorio consistente en documentales, presuncional legal y humana e Instrumental de Actuaciones, que fueron ofrecidas en tiempo y forma. Se procedió al desahogo de la prueba de inspección ofertada por la demandada, cuyo resultado consta a fojas de la 225 a 236 de autos. En atención a lo anterior, al no haber pruebas pendientes por desahogar, se cerró ese período y declaró abierto el periodo de alegatos respecto de lo cual el Secretario de Acuerdos certificó que las partes no formularon alegatos, por lo que con lo anterior se dio por terminada la audiencia, y se citó para resolver en definitiva el presente asunto.
C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- Competencia.  Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracciones I y III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades fiscales de un organismo descentralizado del ámbito municipal, respecto del cual se ejerce jurisdicción y con motivo de la aplicación de un cobro de naturaleza fiscal.

SEGUNDO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha del Acto Impugnado
	Fecha de conocimiento
	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda

	14 de febrero de 2023
	16 de febrero de 2023
	17 de febrero al 31 de marzo de 2023

	07 de marzo de 2023


Como se desprende que cuadro inserto, la interposición de la demanda es oportuna, porque a la fecha de presentación de la misma se encontraba transcurriendo el plazo para su promoción.

TERCERO.- Legitimación. De conformidad con lo que precisa el numeral 221 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, procede el estudio de la personalidad y legitimación de las partes.

En lo que respecta a ********** ********** **********, su personalidad e interés jurídico no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, de acuerdo con el artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y es el caso que alude la calidad de propietario del inmueble respecto del cual se emitió la resolución de orden de visita de inspección y verificación IN/014/2023 de catorce de febrero de dos mil veintitrés, por medio de la cual, se le impone una multa de 100 UMAS, la que además se encuentra a nombre del impetrante, por lo que es innegable que cuenta con el interés para controvertir dicho acto impugnado.
Ahora, tocante a la personalidad y legitimidad de las autoridades demandadas, quien compareció por conducto de la titular de la Dirección Jurídica, la misma se encuentra acreditada ante este Tribunal de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado, pues el compareciente exhibió copia certificada del nombramiento con el que acredita su carácter, documento que es visible en foja 123 de este expediente.

Las documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidores y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.
CUARTO.- Existencia del acto. Se procede a precisar el acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249 fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.

Como fue determinado en el proveído de tres de mayo de dos mil veintitrés, se tuvo como acto impugnado a la resolución de orden de visita de inspección y verificación IN/014/2023 de catorce de febrero de dos mil veintitrés, por medio de la cual, se le impone una multa de 100 UMAS, habiéndose acreditado dicho acto mediante la documental que fue exhibida por la parte enjuiciada, visibles en fojas de 128 a 134 de autos, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

QUINTO.- Causales de improcedencia. Sea que las partes lo aleguen o no, en el presente asunto se procede analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En ese tenor, encontramos que la enjuiciada señaló en su oficio de contestación de demanda, que se actualiza la causal de sobreseimiento a que alude el artículo 229, fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en la medida que no existe la orden de pago de dieciséis de febrero de dos mil veintitrés, siendo que derivado de la inspección y verificación de veintiséis de enero de dos mil veintitrés se emitió una resolución el catorce de febrero de dos mil veintitrés, en términos del artículo 47, fracciones XVII y XXVII del Reglamento Interno del Organismo INTERAPAS, por lo que al no existir el acto que pretende impugnar la actora, es procedente el sobreseimiento del juicio que se pide bajo el numeral invocado.
Al respecto, es de señalarse que la causa de sobreseimiento a que alude la demandada resulta infundada, ello porque en modo contrario a lo establecido en su argumentación, como quedó establecido en el Considerando precedente, se ha justificado la existencia del acto reclamado, en la medida que aun cuando el accionante señaló como acto controvertido la orden de cobro de dieciséis de febrero de dos mil veintitrés, no menos cierto resulta que la impugnación versaba sobre la sanción económica de 100 UMAS  que le fue determinada, de donde este Tribunal, mediante acuerdo de tres de mayo de dos mil veintitrés, tuvo como acto impugnado a la resolución de orden de visita de inspección y verificación IN/014/2023, por medio de la cual, se le impone una multa de 100 UMAS, habiéndose acreditado la existencia de dicho acto mediante la documental que fue exhibida por la parte enjuiciada, visibles en fojas de 128 a 134 de autos, de donde contrario a lo afirmado por la demandada, si está acreditado el acto impugnado.

De igual modo, en el oficio de contestación a la ampliación de demanda la enjuiciada señala que, respecto del acta de inspección de veintiséis de enero de dos mil veintitrés se encuentra prescrita o precluida la acción para demandar, ya que a la fecha de presentación de demanda ya no se encuentra dentro del término legal, razón por la que es procedente la causal de sobreseimiento que se señala en los artículos 228, fracción VI y 229, fracción II, del Código Procesal Administrativo del estado, al ser un acto consentido al no haberse impugnado dentro del término legal.

En el mismo orden, la causal de improcedencia aludida por la enjuiciada deviene infundada, en la medida que del proveído de tres de mayo de dos mil veintitrés se advierte que el acto que se tuvo por controvertido lo fue la resolución de orden de visita de inspección y verificación IN/014/2023 de catorce de febrero de dos mil veintitrés, por medio de la cual, se le impone una multa de 100 UMAS, habiéndose acreditado dicho acto mediante la documental que fue exhibida por la parte enjuiciada, visibles en fojas de 128 a 134 de autos, habiéndose determinado que no obstante de que se impugnaron diversas actuaciones dentro del procedimiento administrativo seguido por el organismo demandado, tales actuaciones no pueden considerarse como definitivos para efectos de la procedencia del juicio, por lo que en tal sentido, dado que no se tuvo al acta de inspección de veintiséis de enero de dos mil veintitrés como acto impugnado destacado, sino como parte del procedimiento desarrollado por la enjuiciada, es el que no puede sostenerse que la impugnación del mismo se encuentra precluida, pues como se dijo, no se tuvo por impugnado en lo individual a dicho acto, de ahí lo infundado del argumento de sobreseimiento esgrimido. 

En atención a lo infundado de las causales que han sido analizadas y dado que del análisis oficioso no se desprende causa alguna que haga evidente la improcedencia o sobreseimiento del juicio, se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

SEXTO.- Conceptos de impugnación. Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora son visibles a fojas 7 a la 21 y de la 145 a 152 del sumario, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SÉPTIMO.- Estudio. A juicio de esta Primera Sala Unitaria, uno de los conceptos de impugnación resulta esencialmente fundado y suficiente para conceder la anulación del acto que se controvierte.

Debe precisarse que esta Sala, al ocuparse de los motivos de impugnación en que descansa la pretensión de nulidad de la actora, está facultada para hacerlo en forma diversa al orden en que fueron planteados, en conjunto o en lo individual, ocupándose en primer lugar, de aquéllos orientados a declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado
, y después, de los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento, ya que de resultar fundados los primeros, se producirá un mayor beneficio jurídico para la parte actora, pues se eliminarán en su totalidad los efectos del acto administrativo, con lo que se respeta la garantía de acceso efectivo a la justicia y, en particular, el principio de completitud que le es inherente.

Sirve de sustento a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia que a continuación se transcribe:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional.”
 

A. 
Problema jurídico.
Ahora, de los argumentos vertidos por la actora dentro de su  Primer Concepto de Impugnación formulado en el escrito de ampliación de demanda, se advierte que se duele de la constancia de habilitación de la licenciada Vanesa Guadalupe González Llovera, como Inspector Verificador de predio urbano, notificador y ejecutor, adscrita a la Dirección de Comercialización del INTERAPAS contenida dentro del oficio IN/DG/05/2023, de fecha cuatro de enero de dos mil veintitrés, vulnera en su perjuicio los derechos consagrados en las garantías individuales de legalidad, certeza jurídica y debido proceso, toda vez que la referida constancia de habilitación no cumple con lo establecido en el numeral 199 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dado que al momento de efectuar la visita de inspección, esto el veintiséis de enero de dos mil veintitrés, la referida constancia no se encontraba vigente.
Insiste el accionante en señalar que la constancia de habilitación no se encontraba vigente porque de la copia certificada que en vía de prueba anexó la demandada y en la que consta al final del primer párrafo de manera textual, “Siendo dicha habilitación vigente hasta el día 31 de diciembre del año 2022”, se desprende que al momento de realizar la visita de inspección de veintiséis de enero de dos mil veintitrés, la inspectora se identificó con una constancia de habilitación no vigente, lo que da inicio a un procedimiento viciado, en el cual se incumplen las formalidades legales y por tanto, son nulas de pleno derecho.
B. Decisión.

Como se adelantó, el argumento reseñado es fundado.

Lo anterior así se estima, toda vez que de la lectura que realiza a la constancia de habilitación contenida en el oficio IN/DG/05/2023 de cuatro de enero de dos mil veintitrés, visible a foja 126 de autos, se desprende de manera indubitable que nos encontramos en presencia de un documento que habilitó a la referida funcionaria destinataria hasta el treinta y uno de diciembre del año dos mil veintidós, por lo que en la época en la que realizó la inspección, derivado del oficio de inspección y verificación IN/DC/016/2023 de nueve de enero de dos mil veintitrés, sus atribuciones no se encontraban vigentes. 

Así tenemos que la garantía de seguridad jurídica del gobernado tiene por objeto, entre otras cuestiones, el derecho a cerciorarse plenamente de que se encuentra frente a las personas que efectivamente representan a la autoridad de la materia, en el caso concreto a las normas que regulan la inspección y verificación en materia de aguas estatales, y que por tanto cuentan con las facultades para efectuar la elaboración de boletas de infracción, como la que se impugna en la presente instancia. 

En este sentido, la autoridad actuante debe satisfacer con plenitud el requisito legal de identificación que permita constatar si su cumplimiento queda circunstanciado en el acta, describiendo el cargo del personal actuante, la fecha de las credenciales, su vigencia y quién expide las mismas, así como la norma que le da competencia para emitir dichas identificaciones; elementos que permiten al gobernado tener conocimiento idóneo de la personalidad de quienes practican las inspecciones o verificaciones en materia de aguas, así como del levantamiento de actas de inspección.
De esa guisa, es pertinente traer el contenido del numeral 216 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, mismo que dispone: 

“ARTICULO 216. Quien practique las visitas deberá identificarse y exhibir la orden escrita que funde y motive la visita. Dicha orden deberá además señalar, quién la emite, expresar el objeto o propósito de la visita y ostentar la firma autógrafa de quien la emitió, y el nombre o nombres de las personas a las que vaya dirigida; en caso de que se ignore el nombre de la persona a visitar, se señalarán los datos suficientes del predio que permitan su identificación.”

Adminiculado con el dispositivo anterior resalta el contenido del artículo 199 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que literalmente establece:

“ARTÍCULO 199. Al iniciar la visita, el inspector o verificador deberá exhibir credencial vigente con fotografía, expedida por la autoridad competente que lo acredite para desempeñar dicha función, así como la orden expresa a la que se refiere el artículo 197 de este Código, de la que deberá dejar copia al propietario, responsable, encargad o u ocupante del  establecimiento.

Como se advierte de los trasuntos, en la práctica de las visitas de inspección o verificación en materia de la ley de aguas para el Estado se impone una obligación para el personal actuante, relativo a identificarse plenamente y con documento vigente ante el visitado, pues como ya se dijo, la identificación del personal actuante constituye un presupuesto procesal vinculado con la seguridad jurídica del visitado, en la medida que le permite conocer que está precisamente ante una persona legitimada para actuar con el carácter de autoridad.
En ese orden, es dable considerar que, para satisfacer con plenitud el requisito legal de identificación en las visitas de inspección o verificación, es necesario que en las actas relativas se asienten todos los datos necesarios que permitan una plena seguridad de que el visitado se encuentra ante personas que efectivamente representan a la autoridad que instruyó la práctica de dicha inspección, aspecto este que podría decirse que la autoridad cumplió al asentar en el acta de veintiséis de enero de dos mil veintitrés, que se identificó con la constancia de habilitación contenida en el oficio IN/DG/05/2023 de cuatro de enero de dos mil veintitrés con supuesta vigencia al treinta y uno de diciembre de dos mil veintitrés, (ver foja 24 de autos), empero, de la copia certificada del referido oficio IN/DG/05/2023 que la enjuiciada remitió en unión de su contestación de demanda, se advierte que la vigencia contenida en dicho oficio se sujetó hasta el periodo del treinta y uno de diciembre de dos mil veintidós, de donde es evidente que al momento en el que se practicó la inspección no se contaba con vigencia en las atribuciones para realizar dicha diligencia, pues se insiste, mediante la identificación mencionada, se deben dar a conocer al visitado cuestiones relacionadas con esa personalidad, para protegerlo en sus garantías individuales, ya que de esas prácticas de inspección o visita, pueden derivar posibles afectaciones a sus intereses jurídicos, como en el caso ocurrió, dado que del acta levantada el veintiséis de enero de dos mil veintitrés y los hallazgos ahí asentados, la autoridad enjuiciada determinó imponer al accionante una multa de 100 UMAS.
Así, basta la simple lectura que se efectúe a la constancia de habilitación, para conocer que la vigencia de la misma se circunscribió expresamente hasta el treinta y uno de diciembre de dos mil veintidós, hecho que hace prueba plena conforme a lo previsto en el numeral 74 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, pues no puede desvincularse el hecho de que fue la autoridad quien al emitir la constancia de habilitación delimitó su vigencia al treinta y uno de diciembre de dos mil veintidós, lo que hace evidente que al realizar la diligencia de inspección el veintiséis de enero de dos mil veintitrés se dejó en estado de indefensión al gobernado al no contar con la certeza jurídica de encontrarse en presencia de una autoridad que cuenta con atribuciones para realizarlo, cuestión esta que además e vincula estrechamente con la competencia del personal actuante. 

En efecto, la competencia de las autoridades administrativas constituye un “presupuesto esencial de validez y eficacia” que deviene del interés y orden público, por lo cual su observancia es obligatoria en la emisión de todo acto autoritario.

Además, para tener por debidamente cumplido dicho presupuesto, este debe encontrarse materializado en su doble aspecto: el material, el cual consiste en que la autoridad administrativa tenga atribuidas las facultades legales necesarias para la emisión del acto conforme lo dispuesto por los ordenamientos legales; y el formal, que implica citar en el acto correctamente el carácter de autoridad legalmente facultada con que suscribe, así como el ordenamiento legal, acuerdo o decreto que le otorgue tales facultades y, en caso de que estos incluyan diversos supuestos, deberá precisar con claridad y detalle, el apartado, las fracciones, incisos y subincisos aplicables.

De esa guisa, la actuación realizada el veintiséis de enero de dos mil veintitrés incumple con el aspecto material del presupuesto de competencia, en la medida que, en la época en que la inspectora/verificadora adscrita a la Dirección de Comercialización del organismo INTERAPAS realizó dicha diligencia, no se encontraba vigente en sus facultades legales, dado que la constancia de habilitación contenida en el oficio IN/DG/05/2023 de cuatro de enero de dos mil veintitrés limitó la vigencia al treinta y uno de diciembre de dos mil veintidós, de donde se concluye que carecía de atribuciones vigentes.

Tiene aplicación por su analogía con el tema tratado, los criterios que enseguida se reproducen:
“ACTA DE INICIO DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA ADUANERA. EL REQUISITO DE ASENTAR EN ÉSTA LAS FECHAS DE EXPEDICIÓN Y EXPIRACIÓN DE LA CREDENCIAL DE QUIENES PRACTICAN DICHA ACTUACIÓN, CONTENIDO EN LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 62/2006, SE CUMPLE CON EL OFICIO DONDE SE PRECISAN EL INICIO Y FINALIZACIÓN DE LA VIGENCIA DE LA IDENTIFICACIÓN DE LAS AUTORIDADES ADUANERAS. El requisito de asentar en el acta de inicio del procedimiento administrativo en materia aduanera las fechas de expedición y expiración de la credencial de quienes practican dicha actuación, contenido en la jurisprudencia 2a./J. 62/2006, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIII, mayo de 2006, página 277, de rubro: "ACTA DE INICIO DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA ADUANERA. REQUISITOS DE IDENTIFICACIÓN DE LA AUTORIDAD QUE PRACTICA LA DILIGENCIA RELATIVA.", se cumple con el oficio donde se precisan el inicio y finalización de la vigencia de la identificación de las autoridades aduaneras. Lo anterior es así, porque la connotación que en la semántica tiene el término "vigencia", como lo consigna el Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia Española, implica "Cualidad de vigente" y, "vigente", significa "Que está en vigor y observancia", de lo que se concluye que la fecha en que inició la vigencia del señalado oficio, es precisamente aquella en que se expidió, pues a partir de esa data es vigente.”

ACTA DE INICIO DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA ADUANERA. REQUISITOS DE IDENTIFICACIÓN DE LA AUTORIDAD QUE PRACTICA LA DILIGENCIA RELATIVA. Los artículos 121, fracción I (vigente en 1994) y 150, fracción I (vigente en 2002) de la Ley Aduanera disponen que la autoridad aduanera que practica el reconocimiento aduanero, el segundo reconocimiento, la verificación de mercancías en transporte o las facultades de comprobación, o embargue precautoriamente mercancías en los términos previstos por dicha Ley, debe identificarse al practicar las actas de inicio del procedimiento administrativo en materia aduanera practicadas fuera del domicilio de los gobernados (reconocimiento aduanero y verificación de mercancías en transporte). Ahora bien, con el propósito de que la autoridad aduanera cumpla debidamente con la obligación de circunstanciar dichas actas, deberá hacer constar su debida identificación, describiendo el documento mediante el cual se identifica, así como el oficio que la autoriza a practicar la actuación respectiva. Para estos efectos, deberá asentar las fechas de expedición y de expiración de la credencial, el órgano de la dependencia que la emite, el nombre y el cargo de quien la expide, así como el de la persona a cuyo favor se otorga el documento con que se identifica; asimismo, la fecha de expedición del oficio u orden de verificación, el número que le corresponda, el órgano y el titular de la dependencia y el nombre del autorizado; o en su caso, agregar al acta y al tanto que se le entregue al verificado, copia fotostática de los documentos que contengan esos datos.”

“VISITAS DOMICILIARIAS. REQUISITOS PARA LA IDENTIFICACIÓN DE LOS INSPECTORES QUE LAS PRACTICAN.- Para satisfacer con plenitud el requisito legal de identificación en las visitas domiciliarias, es necesario que en las actas de auditoría se asienten todos los datos necesarios que permitan una plena seguridad de que el visitado se encuentra ante personas que efectivamente representan a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y que por tal motivo pueden introducirse a su domicilio, por lo que es menester se asiente la fecha de las credenciales y el nombre de quien las expide para precisar su vigencia y tener la seguridad de que esas personas efectivamente prestan sus servicios en la secretaría, además de todos los datos relativos a la personalidad de los visitadores y su representación, tomando también en cuenta que mediante la identificación mencionada, se deben dar a conocer al visitado cuestiones relacionadas con esa personalidad, para protegerlo en sus garantías individuales, ya que de esas prácticas de inspección o visita, pueden derivar posibles afectaciones a sus intereses jurídicos.”

En consecuencia, con fundamento en los artículos 251, 252, y 250, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de declarar la ilegalidad e invalidez del acta de inspección de veintiséis de enero de dos mil veintitrés al haberse emitido por personal que no contaba con atribuciones vigentes, por lo que se declara su nulidad total y se le deja sin efecto legal alguno, en la medida que la omisión de contar con facultades vigentes implica una desatención formal al principio de competencia de las autoridades lo cual no permitiría retrotraerse a las circunstancias de tiempo, modo y lugar que originaron su levantamiento para enmendar dicha violación.

En ese orden de ideas, misma suerte siguen las actuaciones y consecuencias que tuvieron como origen el acta de veintiséis de  enero de dos mil veintitrés, como lo es la resolución de catorce de febrero de dos mil veintitrés en la que se impuso al aquí accionante una sanción de 100 cien UMAS pon infringir las disposiciones de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, por tener sustento en un acto viciado de ilegalidad.

Sirve de apoyo a esta consideración, la Jurisprudencia sustentada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en el Informe de Labores del año de 1979, rendido por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, páginas 39 y 40, cuyo tenor es el siguiente:

“FRUTOS DE ACTOS VICIADOS.- Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darle valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechados por quienes las realizan, y por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal”.

En atención al resultado al que se llegó, se hace innecesario el estudio de los restantes argumentos contenidos en los conceptos de impugnación, en acatamiento a la Tesis de Jurisprudencia cuyo rubro dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. ES INNECESARIO SU ESTUDIO, CUANDO LA DECLARACIÓN DE FIRMEZA DE UNA CONSIDERACIÓN AUTÓNOMA DE LA SENTENCIA RECLAMADA ES SUFICIENTE PARA REGIR SU SENTIDO.”
  

Por lo expuesto y con fundamento en lo establecido por los artículos 249, 250 fracciones II, 251, 252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se  RESUELVE:
PRIMERO. Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer y resolver la presente controversia. 

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de los actos reclamados los que se dejan sin efecto legal conforme a las argumentaciones establecidas en el último Considerando de ésta resolución.

TERCERO.- Con copia de la presente determinación, notifíquese personalmente al actor y por oficio a las autoridades demandadas.  

Así lo resolvió y firma, la Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Eduardo Peredo Gómez, que autoriza y da fe.- (RUBRICAS)

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

� Según el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí. 
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